
caso, los operadores económicos2– puedan expresar 
su opinión sobre la eventual afección negativa de 
una reglamentación técnica al correcto funciona-
miento del mercado interior, evitando que se adop-
ten restricciones cuantitativas o medidas de efecto 
equivalente en los intercambios de mercancías, salvo 
si son necesarios para satisfacer exigencias imperati-
vas y persiguen un fin de interés general.

Con esta finalidad, el artículo 5 de la Directiva (UE) 
2015/1535 exige a los Estados miembros que notifi-
quen a la Comisión los proyectos de reglamentacio-
nes técnicas antes de su adopción3. Y, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 6 de la citada norma, a 
partir de la fecha de notificación del proyecto existe 
un período de statu quo de tres meses4 durante el 
cual el Estado miembro que notifica no puede adop-
tar la reglamentación técnica en cuestión (este plazo 
permite a la Comisión y a los otros Estados miembros 
examinar el texto del proyecto notificado y reaccio-
nar correspondientemente, presentando observacio-
nes o un dictamen circunstanciado) en el caso de que 
estimen que algún precepto del proyecto notificado 
suponga una barrera técnica a la libre circulación de 
mercancías en el seno de la UE.
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aceites industriales usados 
en el marco del TRIS

Por Pedro Poveda Gómez, Eduardo Orteu Berrocal, Yago Fernández Darna
Grupo de Sostenibilidad de Gómez Acebo & Pombo Abogados

El Gobierno ha remitido a la Comisión Europea el 
Proyecto de Real Decreto por el que se regulan los 
aceites industriales usados, en el marco del TRIS (te-
chnical regulation information system). En concreto, 
según el anuncio oficial de la Comisión Europea1, la 
recepción se la notificación se produjo el 12 de junio 
de 2026, y el final del primer periodo de statu quo 
(al que más adelante nos referiremos) será el 15 de 
septiembre de 2026.

1. Aspectos esenciales del TRIS. 

Esta actuación se lleva a cabo de acuerdo con lo es-
tablecido en la Directiva (UE) 2015/1535 del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 9 de septiembre de 
2015, por la que se establece un procedimiento de in-
formación en materia de reglamentaciones técnicas 
y de reglas relativas a los servicios de la sociedad de 
la información, incorporada al ordenamiento jurídico 
español mediante el Real Decreto 1337/1999, de 31 
de julio. Se trata, en suma, del sistema de informa-
ción sobre reglamentaciones técnicas de la Unión Eu-
ropea, conocido coloquialmente con las siglas TRIS, 
correspondientes al acrónimo en inglés. En concreto, 
el TRIS constituye un procedimiento orientado a que la 
Comisión Europea, otros Estados miembros –y, en su
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1Puede consultarse el anuncio en el siguiente enlace: https://technical-regulation-information-system.ec.europa.eu/es/notification/28023. 
2Como veremos más adelante, la Directiva 2015/1535 (y, obviamente, el Real Decreto 1337/1999) sólo permite que puedan pronunciarse sobre 
el proyecto notificado la Comisión y los Estados miembros, por lo que la participación en el procedimiento de los operadores económicos afec-
tados se debe canalizar a través de un Estado miembro concreto o de la propia Comisión.
3El propio precepto prevé, no obstante, la posibilidad de eximirse de esta obligación en el caso de que el proyecto de norma nacional trans-
ponga íntegramente otra directiva europea, circunstancia que no ocurre en este caso, al no haber todavía una directiva europea que regule el 
marco jurídico de los aceites industriales usados.
4Existen una serie de supuestos específicos (elaboración por la Comisión de nuevas normas que regulen la misma materia, adopción de actos 
vinculantes por parte de la Comisión sobre esa materia, etc.) en los que se pueden ampliar los plazos del statu quo, si bien parece que no concu-
rren en el caso del Proyecto de Real Decreto que estamos comentando en este artículo. Además, junto al procedimiento general, el apartado 7 
del artículo 6 de la Directiva(UE) 2015/1535 regula un procedimiento de urgencia que permite la adopción inmediata de un proyecto nacional si 
concurren las circunstancias tasadas en el citado apartado, que tampoco se dan en este caso, como lo demuestra el hecho de que en el anuncio 
oficial de la Comisión se indique expresamente que el periodo de statu quo es el general de tres meses.



En este sentido, el apartado 2 del citado artículo 6 es-
tablece que el anterior plazo de tres meses se amplía 
a seis si la Comisión o los otros Estados miembros re-
miten un dictamen circunstanciado al Estado miem-
bro que ha notificado el proyecto señalando que el 
proyecto notificado puede crear obstáculos a la libre 
circulación de mercancías o no es compatible con el 
derecho derivado de la UE. En estos casos, el Estado 
miembro debe explicar la medida que va a adoptar 
en respuesta a dicho dictamen5.

Y, por último, es preciso señalar que, de acuerdo con 
el artículo 5.1 de la Directiva(UE) 2015/1535, si con 
posterioridad a la tramitación del procedimiento an-
teriormente señalado el proyecto de reglamentación 
técnica experimenta modificaciones considerables, 
el Estado miembro está obligado a notificar nueva-
mente el proyecto de medida, con la aplicación de un 
nuevo periodo de statu quo.

2. Resumen del Proyecto de Real Decreto 
notificado a la Comisión en el marco del 
TRIS.

En líneas generales, el proyecto notificado pretende 
adecuar la normativa española sobre aceites indus-
triales usados, para adaptarla al nuevo marco jurí-
dico europeo derivado de las directivas de residuos 
de economía circular, particularmente a la conocida 
como nueva Directiva marco de residuos (Directiva UE 
2018/851, de 30 de mayo) incorporada al ordenamien-
to interno mediante la Ley 7/2022, de 8 de abril, de 
residuos y suelos contaminados para una economía 
circular (en concreto, y según veremos más adelante, 
uno de los aspectos más relevantes del proyecto no-
tificado es el nuevo marco regulador de la responsa-
bilidad ampliada del productor de aceites industriales, 
ajustado a las previsiones de la Ley 7/2022).

El proyecto, como no podía ser de otra forma, dero-
ga la anterior normativa reguladora de esta materia 
(Real Decreto 679/2006, de 2 de junio, por el que se 
regula la gestión de los aceites industriales usados) 
tras más de veinte años de vigencia, en los que ha de-
mostrado ser un pilar esencial para que España haya 
podido ser uno de los países de la UE con mayores 
índices de eficiencia en la gestión de los aceites usa-
dos. En cuanto al contenido, podemos destacar los si-
guientes aspectos, siguiendo el orden de los distintos 
títulos en los que se estructura el proyecto normativo 
notificado.

Título preliminar

En lo que se refiere al ámbito de aplicación (“los acei-
tes industriales puestos en el mercado nacional, inclui-
dos los aceites industriales incorporados en equipos y 
componentes, tanto si se han fabricado en España como 
si se han adquirido en un Estado miembro de la Unión 
Europea o se han importado de terceros países”) es muy 
similar al del anterior Real Decreto 679/2006, si bien 
añade una importante precisión que aporta mayor 
seguridad jurídica, consistente en que contempla ex-
presamente que la norma no se aplica6 a los aceites 
MARPOL, a los aceites de proceso ya las grasas lubri-
cantes [apartados b), c) y d) del artículo 3.1].

En cuanto a las definiciones, destaca la nueva defi-
nición  de “aceites industriales”, que están identifica-
dos en el anexo I de la norma en el que, en primer 
lugar, se establece la presunción de que, “en todo 
caso, quedan incluidos en esta definición los productos 
y las preparaciones incluidos en la versión más actual 
de la norma ISO 6743 – Lubricantes, aceites industria-
les y productos relacionados (clase L)”7 y, en segundo 
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5Sin perjuicio de lo anterior, tanto la Comisión como los otros Estados miembros pueden envían observaciones al proyecto notificado si, a 
pesar de que parezca ser conforme con la legislación de la Unión Europea, requiere precisiones para su interpretación, en cuyo caso el Estado 
miembro afectado deberá tener en cuenta, en la medida de lo posible, dichas observaciones
6Además de a los aceites que contengan PCB, exclusión ya contemplada en el Real Decreto 679/2006.
7Por lo que se abandona el criterio previsto en el Real Decreto 679/2006 de considerar incluidos los aceites incluidos en los códigos de la No-
menclatura Combinada (NC), entendemos por considerar que éste es un criterio previsto para la identificación de productos importados, a 
efectos tributarios.
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lugar, se mantiene una cláusula de cierre similar a la 
del Real Decreto 679/2006 (“igualmente, quedan in-
cluidos cualesquiera otros productos que se destinen al 
consumo, se pongan a la venta o se utilicen en los usos 
que son propios de los productos y las preparaciones 
identificados en los párrafos precedentes”). Además, es 
importante la definición de “bases lubricantes regene-
radas” (no prevista en el Real Decreto 679/2006), ya 
que aporta un mayor grado de seguridad jurídica. Y 
en cuanto la definición de “productor del producto”, 
se ajusta esencialmente a lo establecido en la Ley 
7/2022, con una importante precisión en lo que se 
refiere a considerar productor a las plataformas de 
comercio electrónico que introduzcan en el merca-
do español aceites industriales procedentes de otros 
Estados y que no hayan designado un representante 
autorizado en España (lo que supondrá una impor-
tante medida para evitar el fraude).

Título I. Prevención y gestión de aceites industriales 
usados

En lo que se refiere a la prevención, destaca, en pri-
mer lugar, la medida prevista en el artículo5.1c), según 
la cual la obligación de incorporar bases lubricantes 
regeneradas en la formulación de los aceites indus-
triales resultará exigible, únicamente, “cuando sea téc-
nica, ambiental y económicamente viable”, por lo que no 
se impone una obligación en términos absolutos, ni 
un porcentaje determinado, como se contemplaba en 
los borradores iniciales del proyecto.

Además, en el artículo 14 (dentro del Título II) se re-
gula la figura de los planes empresariales de preven-
ción, con una regulación similar a la del Real Decreto 
679/2006, pero con la novedad (positiva a nuestro 
juicio) de que sólo estarán obligados a elaborarlos 
los productores de aceites industriales que pongan 
en el mercado nacional más de 10 toneladas en un 
año natural.

Y, en lo referente a la gestión de aceites usados, se 
mantiene, como no podía ser de otra forma, la prio-
ridad de la regeneración como método preferente8 y 
se fijan unos nuevos objetivos de regeneración, más 
exigentes que los del Real Decreto 679/20069, con 
la peculiaridad de que los objetivos se fijan “respec-
to del aceite industrial usado recogido”, por lo que, al 
contrario de lo previsto en el Real Decreto 679/2006, 
no se excluirían, para este cálculo, los aceites usados 

no regenerables (dicho de otra forma: si se hubie-
ra seguido el criterio del Real Decreto 679/2006, los 
objetivos de regeneración no se aplicarían sobre la 
totalidad de los aceites usados “recogidos”, sino úni-
camente de los “susceptibles de ser regenerados”, enu-
merados en el Apartado A del Anexo III del Proyec-
to10). Y, por último, se establecen las reglas generales 
sobre la gestión de los aceites usados, de forma si-
milar a la actual regulación, si bien con una referen-
cia expresa (en el artículo 9.1) a que “la aplicación del 
principio de proximidad no podrá interpretarse como 
una obligación de destinar los residuos a la instalación 
de tratamiento más cercana cuando existan para las 
mismas prioridades de gestión previstas en el artículo 
6, opciones de tratamiento más eficientes o con mayor 
viabilidad económica”. 

8En el Anexo III se regulan los requisitos técnicos para la regeneración de aceites industriales usados.
9En concreto: 80% en 2028, 85% en 2030, 90% en 2035 y 95% en 2038
10Como peculiaridad, en el Apartado A del Anexo III se incluyen como regenerables los aceites usados concódigo Ler 13 05 06*, mientras que 
en el Real Decreto 679/2006 los aceites con código LER 13 05 “se consideran como no regenerables y quedan, por tanto, excluidos de estos objetivos 
de regeneración” (penúltimo párrafo del artículo 8)
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Título II. Responsabilidad ampliada del productor

En este Título se desarrollan las reglas generales sobre 
responsabilidad ampliada del productor (RAP) esta-
blecidas en la Ley 7/2022 (de acuerdo con la Directiva 
marco de residuos) de una forma similar a lo que se vie-
ne haciendo en el resto de las normas reglamentarias 
sectoriales de RAP aprobadas hasta el momento para 
otros flujos de productos y residuos. Como medidas a 
resaltar:

(i) En lo que se refiere a las obligaciones que los pro-
ductores de aceites industriales deben cumplir de 
manera individual, destaca la de realizar su inscripción 
en la sección de aceites industriales del Registro de Pro-
ductores de Producto, en el plazo de tres meses des-
de la fecha de entrada en vigor del Real Decreto. En el 
momento de la inscripción, al productor se le asignará 
un número de registro, que deberá figurar en todas las 
facturas que el productor emita a sus clientes (o en el 
documento que las sustituya)11. Y en lo que se refiere 
a la información que debe incluirse en las facturas de 
aceites industriales, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 19.5 del Proyecto (párrafos primero y tercero), 
se deberá identificar la contribución efectuada a los sis-
temas de RAP en todas las facturas que se emitan, hasta 
el consumidor o usuario final12. 

(ii) En cuanto al régimen de intervención administra-
tiva de los sistemas de responsabilidad ampliada 
del productor, destaca la nueva regulación de los sis-
temas colectivos de RAP (SCRAP), de forma muy simi-
lar a lo contemplado en otros reglamentos sectoriales: 
nueva autorización única de los SCRAP13 (otorgada por 
la comunidad autónoma de su domicilio social, con par-
ticipación de todas las comunidades y ciudades autóno-
mas, a través de la Comisión de Coordinación en Mate-
ria de Residuos); nuevo régimen de garantía financiera, 
y mayores obligaciones de información, autocontrol y 
transparencia, incluida la exigencia de garantizar la par-
ticipación de todos los adheridos al sistema en la toma 
de decisiones. 

(iii) Y en relación, por último, con las obligaciones gene-
rales de los productores o poseedores de los aceites 
industriales usados(es decir, de los generadores del 
aceite usado) la regulación es prácticamente idéntica a 
la actual.

Título III. Obligaciones de información y sensibilización

Además de lo ya indicado en el apartado anterior, en 
este Título se regula, en primer lugar, la información 
periódica que anualmente deben enviar los sistemas 
individuales y colectivos de RAP a las Administraciones 
públicas, con el contenido recogido en el Anexo IV del 
Proyecto, y, en segundo lugar, se establecen las medi-
das sobre campañas de información y sensibilización.

Título IV. Control, inspección y régimen sancionador

En este aspecto, y por exigencias del principio de 
legalidad en materia sancionadora, el Proyecto se li-
mita, en esencia, a realizar una remisión al régimen 
sancionador previsto en la Ley 7/2022 (para las in-
fracciones vinculadas a la producción y gestión de 
residuos y al régimen de RAP) y a la Ley 21/1992, de 
16 de julio, de industria, para las infracciones deriva-
das de incumplimientos de requisitos técnicos y de 
seguridad exigibles a las instalaciones industriales de 
gestión de aceites usados 

Disposiciones transitoria, derogatoria y finales.

Se contemplan los plazos para adaptar las autoriza-
ciones de tratamiento de aceites industriales usados y 
para la adaptación al nuevo régimen de RAP; se dero-
ga, como hemos indicado, el Real Decreto 679/2006, y 
se introducen varias modificaciones en el Real Decreto 
553/2020, de 2 de junio, por el que se regula el trasla-
do de residuos en el interior del territorio del Estado 
(en aspectos de carácter general y no referidos especí-
ficamente al supuesto concreto del traslado de aceites 
industriales usados).

Por último, es importante destacar que, al igual que 
en el resto de las normas reglamentarias sobre RAP, 
en la disposición final tercera se contempla que el tí-
tulo competencial del Estado se bas14 en el artículo 
149.113.ª de la Constitución, que atribuye al Estado 
la competencia exclusiva sobre las bases y coordi-
nación de la planificación de la actividad económica. 
Este título competencial está referido a la parte del 
proyecto normativo que regula la responsabilidad 
ampliada del productor, sobre la que el Tribunal Su-
premo ha declarado que es una competencia exclu-
siva del Estado.

11En el momento de la inscripción, el productor deberá aportar la información contemplada en el apartado 1 del Anexo II (de acuerdo con la dis-
posición transitoria segunda, el primer año de reporte será el año 2026, con los datos sobre aceites industriales puestos en el mercado nacional 
en 2025) y, posteriormente, deberán suministrar al Registro anualmente la información sobre el aceite industrial que pongan en el mercado.
12Además, y como obligación diferente de la información a incluir en las facturas, en el art. 25.4 del Proyecto se establece que los productores 
de aceites industriales deberán informar a los usuarios sobre la repercusión en el precio de los costes de gestión del aceite usado, “conforme 
a lo establecido en el artículo 13.1.g” (es decir, “a través de sus portales de internet o a través de otro medio que consideren adecuado”). A nuestro 
juicio, si el productor está adherido a un SCRAP podría entenderse que cumpliría esta obligación mediante la publicación que haga el SCRAP 
en su página web.
13Para los sistemas individuales (SIRAP) se contempla un régimen de comunicación a la Comunidad Autónoma de su domicilio social
14Además de la competencia para aprobar la normativa básica sobre medio ambiente, de acuerdo con el artículo 149.123.ª de la Constitución.


